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Reglas comunes aplicables a los Medios de Impugnación. 

Mabel López Rivera 

1.  Medios de Impugnación en el ámbito local 

 

1.1 Integración del sistema de medios de impugnación 

 

Los medios de impugnación son aquellos mecanismos jurídicos de los cuales 

disponen quienes estén legitimados por el Código Electoral y tienen por objeto lograr 

la confirmación, revocación o modificación de las decisiones, resoluciones y actos 

emitidos por los órganos electorales, o la nulidad de la votación de una o más 

casillas o de una elección. 

De conformidad con lo establecido en los artículos 348-358 del Código 

Electoral de Veracruz se tiene lo siguiente: 

Los medios de impugnación, que se pueden interponer son: 

I. En la etapa de los actos preparatorios de la elección, y durante el tiempo 

que transcurra entre dos procesos electorales ordinarios:  

a) El recurso de revisión; y 

b) El recurso de apelación;  

II. En la etapa de los actos posteriores a la elección y los resultados 

electorales, el recurso de inconformidad; y  

III. Procederá en cualquier tiempo, siempre que se satisfagan las condiciones 

exigidas por el Código, el juicio para la protección de los derechos político-

electorales del ciudadano.  

 

 

 



1.2 Recurso de Revisión 

 

El recurso de revisión procede contra los actos o resoluciones de los 

Consejos Distritales o municipales del Organismo Público Local Electoral1 en 

Veracruz en los términos que disponga el Código de la materia, de conformidad con 

el artículo 350 del Código de la materia. 

Este es el único de los medios de impugnación que conoce y resuelve el 

Consejo General del OPLEV, el resto son resueltos por el Tribunal Electoral de 

Veracruz. 

1.3 Recurso de Apelación 
 

En cuanto hace al recurso de apelación, previsto en el artículo 351 del Código 

Electoral, éste procede contra los actos o resoluciones del Consejo General del 

OPLEV. 

1.4. Recurso de Inconformidad 

Respecto al recurso de inconformidad, previsto en el artículo 352 del Código 

Electoral, este procede:  

I. En la elección del titular del Poder Ejecutivo del Estado, contra el cómputo 

estatal de la elección de Gobernador, la declaratoria de validez de la elección y el 

otorgamiento de la constancia de mayoría y la declaratoria de Gobernador Electo 

emitidos por el Consejo General del OPLEV;  

II. En la elección de los integrantes del Poder Legislativo del Estado:  

a) En la elección de diputados por el principio de mayoría relativa: contra los 

resultados consignados en las actas de cómputo distrital, la declaratoria de validez 

de la elección y el otorgamiento de la constancia de mayoría y validez emitidos por 

el consejo distrital correspondiente. 

b) En la asignación de diputados por el principio de representación 

proporcional: contra la propia asignación y las correspondientes constancias, 

                                                           
1 En adelante OPLEV 



cuando se trate de error en la aplicación de la fórmula aplicada al efecto por el 

Consejo General del OPLEV;  

III. En la elección de ayuntamientos:  

a) Contra los resultados consignados en las actas de cómputo municipal y la 

consiguiente declaratoria de validez de la elección y el otorgamiento de las 

constancias de mayoría emitidos por el consejo municipal correspondiente;  

b) Contra la asignación de ediles integrantes del ayuntamiento por el principio 

de representación proporcional y el consiguiente otorgamiento de las constancias 

respectivas, por parte de los consejos municipales del OPLEV; y  

IV. Los cómputos de cualquier elección, por error aritmético;  

Cabe mencionar que los únicos motivos para interponer este recurso en 

contra de los resultados consignados en las actas de cómputo estatal, distrital y 

municipal, así como en contra de la declaración de validez de la elección de 

Gobernador, diputados y ediles por el principio de mayoría relativa y el otorgamiento 

de las constancias respectivas y la declaración de Gobernador Electo, serán las 

causales de nulidad expresamente establecidas en el Código Electoral.  

Por tanto, el recurso de inconformidad es aquel medio de impugnación que 

solo figuran en época electoral. Ello, porque proceden contra los cómputos de 

alguna elección, ya sea estatal o municipal, por lo que es necesario proceder a 

explicar los casos de nulidad, previstos del artículo 394 al 400 del Código Electoral. 

En ese sentido, las nulidades establecidas en el Código de la materia, podrán 

afectar la votación emitida en una o varias casillas y, en consecuencia, los 

resultados del cómputo de la elección respectiva y también podrá declararse la 

nulidad de una elección cuando se den las causales que señala el Código.  

La votación recibida en una casilla será nula cuando se acredite alguna de 

las causales siguientes:  

I. Instalar la casilla, sin causa justificada, en un lugar distinto al señalado por 

el consejo distrital respectivo;  



II. Entregar, sin causa justificada, el paquete electoral con expedientes de 

casilla a los Consejos Distritales o municipales del OPLEV fuera de los plazos que 

el Código señala;  

III. Realizar, sin causa justificada, el escrutinio y cómputo en local diferente 

al determinado por el consejo distrital respectivo;  

IV. Recibir la votación en fecha distinta a la señalada para la celebración de 

la elección;  

V. La recepción de la votación por personas u organismos o distintos a los 

facultados por el Código multicitado;  

VI. Haber mediado dolo o error en el escrutinio y cómputo o, en su caso, en 

el cómputo final de los votos que beneficie a uno de los candidatos o fórmula de 

candidatos, y esto sea determinante para el resultado de la votación;  

VII. Permitir sufragar sin credencial para votar o permitir el voto a aquellos 

cuyos nombres no aparezcan en la lista nominal de electores, salvo los casos de 

excepción previstos en dicho Código, y siempre que ello sea determinante para el 

resultado de la votación;  

VIII. Haber impedido el acceso a los representantes de los partidos políticos 

o haberlos expulsado sin causa justificada;  

IX. Ejercer violencia física o presión sobre los miembros de la mesa directiva 

de casilla o sobre los electores, siempre que esos hechos sean determinantes para 

el resultado de la votación;  

X. Se compruebe que se impidió, sin causa justificada, ejercer el derecho de 

sufragio a los ciudadanos y esto sea determinante para el resultado de la votación;  

XI. Cuando existan irregularidades graves y plenamente acreditadas y no 

reparables durante la jornada electoral o en las actas de escrutinio y cómputo que, 

en forma evidente, pongan en duda la certeza de la votación y sean determinantes 

para el resultado de la votación.  



Por cuanto hace a la elección de Gobernador, de Diputados locales de 

mayoría relativa en un distrito electoral o de un Ayuntamiento en un municipio, podrá 

declararse la nulidad en los casos siguientes:  

I. Cuando alguna o algunas de las causas de nulidad a que se refiere el 

Artículo anterior se declaren existentes en por lo menos el veinticinco por ciento de 

las casillas instaladas en el Estado, distrito uninominal o municipio y, en su caso, no 

se hayan corregido durante el recuento de votos;  

II. Cuando no se instale el veinticinco por ciento o más de las casillas 

electorales que correspondan al territorio de la entidad, distrito uninominal o 

municipio, según sea el caso, y consecuentemente la votación no hubiere sido 

recibida;  

III. Cuando el candidato a Gobernador, los integrantes de la fórmula de 

candidatos a diputados por el principio de mayoría relativa, o los integrantes de la 

planilla de candidatos a miembros de ayuntamiento, que hayan obtenido la mayoría 

de votos en la elección correspondiente, no reúnan los requisitos de elegibilidad 

establecidos en el Código multireferido; 

IV. En el caso de utilización en actividades o actos de campaña de recursos 

provenientes de actividades ilícitas; lo anterior, sin perjuicio de otras 

responsabilidades legales en las que se incurra;  

V. Se exceda el gasto de campaña en un cinco por ciento del monto total 

autorizado;  

VI. Se compre o adquiera cobertura informativa o tiempos en radio y 

televisión, fuera de los supuestos previstos en la legislación aplicable;  

VII. Se reciban o utilicen recursos públicos en las campañas. Respecto de las 

causales contenidas en las fracciones IV, V, VI y VII, deberán acreditarse de manera 

objetiva y material. Se presumirá que las violaciones son determinantes cuando la 

diferencia entre la votación obtenida entre el primero y el segundo lugar sea menor 

al cinco por ciento.  



En caso de nulidad de la elección, se convocará a elección extraordinaria, en 

la que no podrá participar la persona sancionada.  

Bajo esos términos, el Tribunal Electoral del Estado podrá declarar la nulidad 

de una elección cuando se hayan cometido, en forma generalizada, violaciones 

sustanciales durante la jornada electoral, en un municipio, distrito o en el Estado, 

según corresponda. 

Ciertamente, solo podrá declararse la nulidad de una elección cuando las 

causas que se invoquen estén expresamente señaladas en el Código, y hayan sido 

plenamente acreditadas, así como se demuestre que las mismas son determinantes 

para el resultado de la elección correspondiente.  

No obstante, existe la excepción de que ningún partido, coalición o sus 

candidatos, o en su caso el candidato independiente, podrán invocar causales de 

nulidad, que ellos mismos dolosamente hayan provocado.  

Cabe precisar que las elecciones serán nulas por violaciones graves, dolosas 

y determinantes en los casos previstos en la Base VI del Artículo 41 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

Al respecto, se entenderá por violaciones graves, aquellas conductas 

irregulares que produzcan una afectación sustancial a los principios constitucionales 

en la materia y pongan en peligro el proceso electoral y sus resultados. Se 

calificarán como dolosas aquellas conductas realizadas con pleno conocimiento de 

su carácter ilícito, llevadas a cabo con la intención de obtener un efecto indebido en 

los resultados del proceso electoral.  

Para efectos de lo dispuesto en la Base VI del Artículo 41 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, se presumirá que se está en presencia 

de cobertura informativa indebida cuando, tratándose de programación y de 

espacios informativos o noticiosos, sea evidente que, por su carácter reiterado y 

sistemático, se trata de una actividad publicitaria dirigida a influir en las preferencias 

electorales de los ciudadanos y no de un ejercicio periodístico.  



A fin de salvaguardar las libertades de expresión, información y a fin de 

fortalecer el Estado democrático, no serán objeto de inquisición judicial ni censura, 

las entrevistas, opiniones, editoriales, y el análisis de cualquier índole que, sin 

importar el formato sean el reflejo de la propia opinión o creencias de quien las 

emite.  

Efectos de la Declaración de Nulidad  

Los efectos de las nulidades decretadas por el Tribunal Electoral del Estado 

respecto de la votación emitida en una casilla, se limitan a la elección para la que 

expresamente se haya hecho valer el recurso.  

Las elecciones cuyos cómputos, constancias, declaraciones o declaratorias 

no sean impugnadas en tiempo y forma, se considerarán válidas y definitivas.  

Finalmente, tratándose de la inelegibilidad de candidatos por el principio de 

representación proporcional, tomará el lugar del declarado no elegible el que le siga 

en la lista correspondiente al mismo partido. Tratándose de inelegibilidad de un 

candidato electo por el principio de mayoría relativa, tomará el lugar del declarado 

no elegible quien fuere su suplente en la fórmula. Cuando la declaración de 

inelegibilidad recaiga sobre la fórmula completa para el caso de la elección de 

diputados y ediles, o bien, del candidato ganador en el caso de la elección de 

Gobernador, deberá convocarse a elecciones extraordinarias, con base en lo 

dispuesto en el Código.  

1.5 Juicio para la Protección de los Derechos Político-Electorales 

 

También encontramos en el Código Electoral a partir del artículo 401 al 404, 

lo relativo al Juicio para la Protección de los Derechos Político-Electorales Del 

Ciudadano. 

Al respecto, el juicio para la protección de los derechos político-electorales 

del ciudadano sólo procederá cuando el promovente, por sí mismo y en forma 

individual haga valer presuntas violaciones a sus derechos de votar y ser votado en 

las elecciones populares, de asociarse individual y libremente para tomar parte en 



forma pacífica en los asuntos políticos y de afiliarse libre e individualmente a los 

partidos políticos. 

Así como, impugne actos o resoluciones que afecten su derecho a ocupar y 

desempeñar un cargo de elección popular encomendado por la ciudadanía; 

Impugne actos o resoluciones relacionados con la elección, designación, acceso al 

cargo o permanencia de dirigencias de órganos estatales de los partidos políticos; 

o bien, Impugne actos o resoluciones que violenten su derecho para integrar las 

autoridades electorales y de participación ciudadana en la entidad.  

En el caso de la impugnación de la negativa de registro o acreditación como 

partido o registro como asociación política, la demanda deberá presentarse por 

conducto de quien ostente la representación legítima de la organización política 

agraviada.  

El juicio podrá ser promovido por el ciudadano cuando considere que se violó 

su derecho político-electoral de ser votado cuando, habiendo sido propuesto por un 

partido, le sea negado indebidamente su registro como candidato a un cargo de 

elección popular. 

También, por haberse asociado con otros ciudadanos para tomar parte en 

forma pacífica en asuntos políticos, conforme a las leyes aplicables, consideren que 

se les negó indebidamente su registro como partido o asociación política; asimismo,  

habiendo cumplido con los requisitos y trámites exigidos, no hubiere obtenido su 

acreditación como observador electoral para el proceso correspondiente. 

De igual modo, podrá ser promovido por motivos de inelegibilidad, la 

autoridad electoral correspondiente decida no otorgarle la constancia de mayoría o 

de asignación; cuando considere que el partido violó sus derechos político-

electorales de participar en el proceso interno de selección de candidatos o de ser 

postulado como candidato a un cargo de elección popular, por trasgresión a las 

normas de los estatutos del mismo partido o del convenio de coalición. 

 Asimismo, cuando considere que un acto o resolución de la autoridad es 

violatorio de cualquier otro de los derechos político-electorales antes referido y los 



actos o resoluciones que violen el derecho político-electoral de votar de los 

ciudadanos, tratándose de la exclusión de la lista nominal de electores o la 

expedición de la credencial para votar, sólo se impugnará a través del medio de 

impugnación correspondiente previsto en la Ley General del Sistema de Medios de 

Impugnación en Materia Electoral.  

El juicio sólo será procedente cuando el actor haya agotado todas las 

instancias previas y realizado las gestiones necesarias para estar en condiciones 

de ejercer el derecho político-electoral presuntamente violado, en la forma y en los 

plazos que las leyes respectivas establezcan para tal efecto.  

Cuando por causa de inelegibilidad de los candidatos, las autoridades 

electorales competentes determinen no otorgar o revocar la constancia de mayoría 

o de asignación respectiva, el candidato agraviado podrá promover el juicio a que 

se refiere el presente Libro, aun cuando el partido que lo postuló recurra a la 

instancia que para tal efecto le otorga el código de referencia.  

La sentencia que recaiga a los juicios para la protección de los derechos 

políticos-electorales del ciudadano deberá ser emitida a más tardar en quince días 

naturales, contados a partir de su recepción. Las sentencias que resuelvan el fondo 

del juicio para la protección de los derechos político electorales del ciudadano serán 

definitivas e inatacables y podrán confirmar el acto o resolución impugnado; o 

revocar o modificar el acto o resolución impugnado y restituir al promovente en el 

uso y goce del derecho político-electoral que le haya sido violado.  

Las sentencias recaídas a los juicios para la protección de los derechos 

político-electorales de los ciudadanos serán notificadas: 

 I. Al actor que promovió el juicio y, en su caso, a los terceros interesados, a 

más tardar dentro de los dos días siguientes al que se dictó sentencia. Se notificará 

de manera personal si se señaló domicilio en la sede del Tribunal Electoral, que es 

la ciudad de Xalapa-Enríquez. En cualquier otro caso, la notificación se hará por 

correo certificado, o por estrados; y  



II. A la autoridad responsable, a más tardar dentro de los dos días siguientes 

al en que se dictó la sentencia, por oficio acompañado de la copia certificada de la 

sentencia.  

2. Competencia 

La competencia de los medios de impugnación está prevista en los artículos 

353 y 354 del Código Electoral. 

2. 1 OPLEV. 

Como se adelantó el Consejo General del OPLEV es competente para 

resolver los recursos de revisión, respecto a los que son interpuestos contra los 

actos o resoluciones de los Consejos Distritales o municipales del OPLEV. 

2.2 Tribunal Electoral de Veracruz 

El Tribunal Electoral del Estado será competente para conocer y resolver los 

recursos de apelación, inconformidad y juicio para la protección de los derechos 

político electorales del ciudadano.  

 

3. Partes  

 

Las partes del procedimiento de los medios de impugnación, están 

establecidas en el artículo 355 del Código, y serán las siguientes: 

3.1. El actor 

 

Que será quien, estando legitimado en los términos del Código en cita, lo 

interponga. 

 

3.2. La autoridad responsable 
 

Que será el organismo electoral, partido político o coalición, que realice el 

acto o dicte la resolución que se impugna. 



3.3 El tercero interesado 

 

Que será el partido político, ciudadano, coalición, candidato, organización o 

agrupación políticas o de ciudadanos según corresponda, que tenga un interés 

legítimo en la causa, derivado de un derecho incompatible con el que pretenda el 

actor. 

 3.4. Coadyuvantes 
 

Los candidatos podrán participar como coadyuvantes del partido político que los 

registró 

 

Legitimación  

La interposición de los medios de impugnación, se encuentra en lo previsto 

en los artículos 356 y 357  del Código Electoral, y le corresponde a:  

I. Los partidos políticos y candidatos independientes, a través de sus 

representantes legítimos;  

II. Los ciudadanos y los candidatos por su propio derecho, sin que sea 

admisible representación alguna;  

III. Las coaliciones, por conducto de sus representantes en términos del 

convenio respectivo o sus estatutos; 

IV. Las otras organizaciones políticas previstas en el Código de la materia 

podrán interponer el recurso de apelación, a través de sus representantes legítimos, 

cuando:  

a) Dentro del plazo señalado en este ordenamiento, se deje de resolver la 

solicitud de registro;  

b) Se les niegue el registro solicitado; y  

c) No se les expida el certificado respectivo; y  



V. Los candidatos independientes, a través de sus representantes legítimos, 

entendiéndose por éstos a los que se encuentren acreditados ante el OPLEV.  

En materia de referendo o plebiscito únicamente procederá el recurso de 

apelación. Sólo el Ejecutivo del Estado, el Congreso o los ayuntamientos podrán 

interponerlo en contra de las resoluciones que se dicten en los procedimientos que 

se efectúen a convocatoria de alguno de ellos.  

Para los efectos de lo anterior, son representantes legítimos de los partidos 

políticos y organizaciones:  

I. Los registrados formalmente ante los órganos electorales del Estado; 

II. Los dirigentes de los comités estatales, regionales, distritales o 

municipales, lo que deberán acreditar con el nombramiento respectivo; y  

III. Los que estén autorizados para representarlos mediante poder 

otorgado en escritura pública, por los dirigentes del partido u organización 

facultados estatutariamente para tal efecto. 

 

4. Requisitos de Procedibilidad 

 

4.1 Términos para la interposición de medios de impugnación 
 

Los plazos se encuentran previstos en el artículo 358 del Código Electoral, y 

se computarán de momento a momento y si están señalados por días, éstos se 

considerarán de veinticuatro horas.  

Por otra parte, cuando la violación reclamada en el medio de impugnación 

respectivo no se produzca durante el desarrollo del proceso electoral, o bien no 

guarde relación directa con alguna de las etapas de éste, el cómputo de los plazos 

se hará contando solamente los días hábiles, debiendo entenderse por tales todos 

los días, a excepción de los sábados, domingos, los inhábiles en términos de ley y 

aquellos que se acredite que no fueron laborados por la autoridad responsable.  



Los recursos de revisión, apelación y el juicio para la protección de los 

derechos político-electorales del ciudadano previstos en el Código de la materia, 

deberán presentarse dentro de los cuatro días contados a partir del día siguiente a 

aquél en que se tenga conocimiento del acto o resolución impugnados, o se hubiese 

notificado de conformidad con la ley aplicable, salvo las excepciones previstas 

expresamente en el presente ordenamiento.  

Por cuanto hace al recurso de inconformidad, deberá presentarse dentro de 

los cuatro días contados a partir del día siguiente de que concluya la práctica de los 

cómputos correspondiente o se efectúe la notificación de la resolución respectiva.  

Del artículo 362 al 367 del Código multireferido, señala que para la 

interposición de los medios de impugnación se cumplirá con los requisitos 

siguientes:  

4.2 Requisitos de la demanda 
 

Tratándose de recursos de revisión, apelación e inconformidad y del juicio 

para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano:  

a) Deberán presentarse por escrito;  

b) Se hará constar el nombre del actor y su domicilio para recibir 

notificaciones;  

c) Si el promovente omite señalar domicilio para recibirlas, se practicarán por 

estrados;  

d) En caso de que el promovente no tenga acreditada la personalidad ante el 

organismo electoral en el que actúa, acompañará los documentos con los que la 

acredite;  

e) Se hará mención expresa del acto o resolución que se impugna y del 

organismo electoral que lo emite;  



f) También se hará mención expresa y clara de los agravios que cause el acto 

o la resolución que se impugna, los preceptos presuntamente violados y los hechos 

en que se basa la impugnación;  

g) Se aportarán las pruebas, junto con el escrito, con mención de las que 

habrán de aportarse dentro de los plazos legales, solicitando las que en su caso 

deban requerirse cuando exista obligación de expedírselas, y el promovente 

justifique que, habiéndolas pedido por escrito y oportunamente al órgano 

competente, no le hayan sido entregadas; y  

h) Se hará constar el nombre y la firma autógrafa del promovente;  

En el caso del recurso de inconformidad deberán cumplirse, además, los 

requisitos siguientes:  

a) Mencionar la elección que se impugna, señalando expresamente si se 

objeta el cómputo, la declaración de validez de la elección y, por consecuencia, por 

consecuencia, el otorgamiento de las constancias respectivas. En ningún caso 

podrá impugnarse más de una elección con el mismo recurso;  

b) Señalar en forma individualizada el acta de cómputo municipal o distrital 

que se combate;  

c) Mencionar igualmente en forma individualizada las casillas cuya votación 

se solicite anular en cada caso y la causal que se invoca para cada una de ellas; y  

d) Relacionar, en su caso, el recurso que se interpone con cualquier otra 

impugnación.  

En el recurso de inconformidad, cuando se impugne el resultado de una 

asignación de diputaciones por el principio de representación proporcional, además 

de los requisitos antes señalados, deberá indicarse claramente el presupuesto y los 

razonamientos por los que se afirme que debe modificarse el resultado de la 

elección.  

En los casos de omisión de requisitos de la interposición de cualquiera de los 

medios de impugnación, se procederá de la manera siguiente:  



I. Cuando se omita alguno de los señalados en los incisos c), d) y e) de la 

fracción I, o en los incisos a), b) y c) de su fracción II, el secretario del organismo 

electoral competente o del Tribunal Electoral del Estado, según sea el caso, dará 

cuenta al órgano colegiado correspondiente, a fin de que requiera por estrados al 

promovente para que los cumpla en un plazo de cuarenta y ocho horas, contado a 

partir de que se fije en los estrados dicho requerimiento, apercibiéndolo que de no 

hacerlo se tendrá por no interpuesto el medio de impugnación;  

II. Cuando el recurrente omita señalar en su escrito los preceptos legales 

presuntamente violados o los cite de manera equivocada, el organismo electoral 

competente o el Tribunal Electoral, en su caso, podrá resolver el medio de 

impugnación tomando en consideración los preceptos legales que debieron ser 

invocados o los que resulten aplicables al caso concreto; y  

III. Cuando exista deficiencia en la argumentación de los agravios, pero éstos 

puedan ser deducidos claramente de los hechos expuestos en el recurso, el órgano 

competente o el Tribunal Electoral del Estado, en su caso, no lo desechará y 

resolverá con los elementos que obren en el expediente.  

Ciertamente, por regla general los medios de impugnación se interpondrán 

ante el organismo que realizó el acto o emitió la resolución, dentro de los plazos 

señalados por el Código de la materia. 

En ningún caso la interposición de los medios de impugnación que regula el 

Código suspenderá los efectos de los actos o resoluciones impugnados.  

La autoridad u órgano partidista, según sea el caso, que reciba un medio de 

impugnación en contra de sus propios actos o resoluciones, bajo su más estricta 

responsabilidad y de inmediato, deberá por la vía más expedita dar aviso de su 

presentación al Tribunal Electoral, precisando: actor, acto o resolución impugnado, 

fecha y hora exactas de su recepción. 

Asimismo, debe hacerlo del conocimiento público mediante cédula que se 

fijará en los estrados durante un plazo de setenta y dos horas, asentando la razón 

de la fecha y hora de su fijación y retiro. Del mismo modo, cuando alguna autoridad 



u órgano partidista reciba un medio de impugnación por el cual se pretenda combatir 

un acto o resolución que no le es propio, lo remitirá de inmediato, sin trámite 

adicional alguno, a la autoridad responsable u órgano partidista competente para 

tramitarlo.  

Dentro de ese plazo, los terceros interesados podrán comparecer mediante 

los escritos que consideren pertinentes, mismos que deberán cumplir los requisitos 

siguientes:  

I. Hacer constar el nombre de la organización política o persona que se 

ostente como tercero interesado y el domicilio para recibir notificaciones. Si el 

promovente omite señalar domicilio para recibirlas, las subsecuentes notificaciones 

se practicarán por estrados, surtiendo sus efectos el día siguiente de su publicación;  

II. Exhibir los documentos que acrediten la representación del promovente, 

cuando no la tenga reconocida ante el órgano electoral responsable;  

III. Precisar la razón del interés jurídico en que se fundan las pretensiones 

concretas del promovente;  

IV. Aportar las pruebas junto con el escrito, y ofrecer las que deban 

requerirse, cuando el promovente justifique que, habiéndolas solicitado por escrito 

y oportunamente al órgano competente, no le fueron entregadas; y  

V. Hacer constar el nombre y firma autógrafa del promovente. Si el señalado 

como tercero interesado en el medio de impugnación, no se apersonare al juicio, 

toda actuación, incluyendo la sentencia, le será notificada por estrados, surtiendo 

inexorablemente sus efectos al día siguiente de su publicación.  

Consecuentemente, una vez cumplido dicho plazo, el organismo electoral 

que reciba un medio de impugnación deberá hacer llegar al órgano competente o al 

Tribunal Electoral del Estado, según corresponda, dentro de las veinticuatro horas 

siguientes:  

I. El escrito mediante el cual se interpone;  



II. La copia del documento en que conste el acto o resolución impugnados, 

o, si es el caso, copias certificadas de las actas correspondientes del expediente 

relativo al cómputo de que se trate;  

III. Las pruebas aportadas;  

IV. Los demás escritos de los terceros interesados y de los coadyuvantes;  

V. Un informe circunstanciado sobre el acto o resolución impugnado; y  

VI. Los demás elementos que se estimen necesarios para la resolución.  

El informe circunstanciado deberá será rendido por el secretario del 

organismo electoral correspondiente, y deberá expresar si el promovente del medio 

de impugnación o del escrito del tercero interesado tiene reconocida su 

representación y los motivos y fundamentos jurídicos que se consideren pertinentes 

para sostener la legalidad del acto o resolución impugnada.  

A partir del artículo 368 al 374 del Código podemos advertir algunas reglas 

generales del procedimiento de los medios de impugnación. 

Respecto al recurso de revisión, una vez recibido por el organismo electoral 

competente, el secretario certificará si se cumplió con lo dispuesto en el Código 

Electoral respecto a los términos.  

En ese sentido, si el recurso debe desecharse por notoriamente 

improcedente o, en su caso, si se ha cumplido con todos los requisitos, el secretario 

procederá a formular el proyecto de resolución que corresponda, mismo que será 

discutido en la segunda sesión que se celebre después de su recepción, debiéndose 

dictar en la misma la resolución, que será engrosada en términos de ley.  

Sin embargo, si el organismo electoral remitente omitió algún requisito, se 

requerirá la complementación de los mismos, procurando que se dicte resolución 

en términos del párrafo anterior. 

Además, los recursos de revisión deberán resolverse con los elementos con 

que se cuente, a más tardar en la tercera sesión posterior a la recepción del recurso.  



 

Por cuanto hace al recurso de apelación, una vez recibido el expediente por 

el Tribunal Electoral del Estado, se seguirá en lo conducente el procedimiento 

señalado en el artículo anterior; de la misma forma se procederá para el caso del 

juicio para la protección de los derechos político electorales del ciudadano. Se 

substanciará el medio de impugnación integrándose el expediente y se turnará al 

magistrado ponente para que se pronuncie la resolución respectiva.  

De igual forma, una vez recibido el recurso de inconformidad, el Tribunal 

Electoral del Estado revisará que reúna todos los requisitos señalados en el 

presente Libro y se procederá de acuerdo con lo dispuesto para el recurso de 

revisión. En los casos en que el promovente haya indicado que presentará pruebas 

dentro del plazo de interposición del recurso, se reservará la admisión del mismo 

hasta la presentación de las señaladas o al vencimiento del plazo. 

Si el recurso reúne todos los requisitos, se dictará el auto de admisión 

correspondiente, ordenándose se fije copia del mismo en los estrados del Tribunal 

Electoral del Estado. El Tribunal Electoral del Estado realizará todos los actos y 

diligencias necesarias para la substanciación de los expedientes de los recursos de 

inconformidad, poniéndolos en condiciones de que se formule el proyecto de 

resolución y se pronuncie el fallo correspondiente.  

Ahora bien, para el recurso de inconformidad, cuando se impugne la 

asignación de diputaciones por el principio de representación proporcional, son 

presupuestos los siguientes:  

I. Que se hayan otorgado indebidamente constancias de asignación de esta 

elección; o  

II. Que la asignación de diputados por el principio de representación 

proporcional resulte afectada por las resoluciones que, en su caso, hubiere dictado 

el Tribunal Electoral del Estado, o que se haya aplicado erróneamente la fórmula 

que para tal efecto establece el Código.  



Luego, en la sesión de resolución del Tribunal Electoral del Estado, que 

deberá ser pública, se discutirán los asuntos en el orden en que se hayan listado, 

de acuerdo con el procedimiento siguiente:  

I. El magistrado ponente presentará el caso y el sentido de su resolución, 

señalando las consideraciones jurídicas y los preceptos legales en que se funda; 

 II. Los magistrados podrán discutir el proyecto en turno;  

III. Cuando el presidente del Tribunal Electoral del Estado lo considere 

suficientemente discutido, lo someterá a votación;  

IV. Los magistrados podrán formular voto particular, el cual se glosará en la 

misma resolución;  

V. La lista de asuntos que serán resueltos en cada sesión será fijada en los 

estrados respectivos y en la página electrónica correspondiente, por lo menos con 

veinticuatro horas de anticipación; y  

VI. En casos extraordinarios, el Tribunal Electoral del Estado podrá diferir la 

resolución de un asunto listado.  

El Tribunal Electoral del Estado podrá requerir a los diversos organismos 

electorales, así como a las autoridades estatales o municipales, cualquier informe o 

documento que, obrando en su poder, pueda servir para la substanciación de los 

expedientes, siempre que ello no sea obstáculo para resolver dentro de los plazos 

establecidos en el Código Electoral.  

Bajo esa tesitura, las autoridades deberán proporcionar oportunamente los 

informes o documentos a que se refiere el párrafo anterior. En casos extraordinarios, 

el Tribunal Electoral del Estado podrá ordenar que se realice alguna diligencia o que 

una prueba se perfeccione o desahogue, siempre y cuando ello no sea obstáculo 

para resolver dentro de los plazos establecidos en el Código.  

En ese sentido, para hacer cumplir sus determinaciones y mantener el buen 

orden o exigir que se guarde el respeto y la consideración debidos en sus sesiones, 



el Tribunal Electoral del Estado podrá hacer uso discrecionalmente de los medios 

de apremio y correcciones disciplinarias siguientes:  

I. Apercibimiento 

II. Amonestación 

III. Multa por cien veces el salario mínimo vigente en la capital del Estado  

IV. Auxilio de la fuerza pública. 

Dichos medios de apremio serán ejecutados por el Presidente del Tribunal 

Electoral del Estado atendiendo a la necesidad de la medida sin seguir 

necesariamente el orden establecido en el Código.  

4.3 Causas de Improcedencia 
 

También podemos encontrar en los artículos 377 al 379 las reglas para la 

improcedencia y del sobreseimiento.  

4.4 Desechamiento. 
 

Entonces, los medios de impugnación se entenderán como notoriamente 

improcedentes y deberán ser desechados de plano, cuando:  

I. No se interpongan por escrito ante el organismo electoral que realizó el 

acto, dictó la resolución o efectuó el cómputo que se impugna;  

II. No contenga la firma autógrafa de quien los promueva;  

III. Sean interpuestos por quien no tenga legitimación o interés jurídico en los 

términos del Código referido;  

IV. Sean presentados fuera de los plazos que señala el Código Electoral;  

V. No aporten pruebas en los plazos establecidos, salvo que señalen las 

razones justificadas por las que no obren en poder del promovente.  

No se requerirá de pruebas cuando el medio de impugnación verse en forma 

exclusiva sobre puntos de derecho;  



VI. No se señalen agravios o los que se expongan manifiestamente no tengan 

relación directa con el acto, resolución o resultado de la elección que se pretende 

combatir;  

VII. Se impugne más de una elección con un mismo medio de impugnación;  

VIII. Sean notoriamente frívolos;  

IX. Sea evidente el propósito del actor de interponerlo sin existir motivo y 

fundamento o aquél no pueda alcanzar su objeto; y  

X. Cuando por cualquier motivo quede sin materia el medio de impugnación.  

4.5 Sobreseimiento. 
 

Procede el sobreseimiento en los medios de impugnación en los casos 

siguientes:  

I. El promovente se desista por escrito;  

II. Durante el procedimiento aparezca o sobrevenga alguna causal de 

improcedencia de las señaladas por la legislación local; y  

III. El ciudadano agraviado fallezca o sea suspendido o privado de sus 

derechos político-electorales.  

5. Resoluciones y pruebas 

 

5.1 Acumulación 
 

En los artículos 375 y 376 del Código de referencia, se establece que para la 

resolución expedita de los medios de impugnación y con el objeto de determinar en 

una sola resolución sobre dos o más asuntos, podrán acumularse los expedientes 

en los casos siguientes:  

I. Los recursos de revisión en los que se impugne simultáneamente, por dos 

o más partidos políticos, el mismo acto o resolución, o bien, el mismo partido político 

interponga dos o más recursos de revisión en contra del mismo acto o resolución. 



II. Los recursos de apelación en los que se impugne simultáneamente, por 

dos o más partidos políticos, el mismo acto o resolución, o bien, el mismo partido 

político interponga dos o más recursos de apelación en contra del mismo acto o 

resolución. 

III. Los recursos de inconformidad en los que, siendo el mismo o diferentes 

los partidos políticos, los inconformes, se impugne el mismo acto o resolución, 

pudiendo existir o no identidad en las casillas cuya votación se solicite sea anulada. 

IV. Los recursos de inconformidad en los que el partido político y el candidato 

impugnen la decisión del Consejo correspondiente de no otorgar la constancia de 

mayoría, por motivo de inelegibilidad y siempre que se trate de la misma elección.  

V. Los juicios para la protección de los derechos político-electorales del 

ciudadano en los que exista identidad o similitud en el acto o resolución impugnado, 

así como en la autoridad señalada como responsable.  

VI. En los demás casos en que existan elementos que así lo justifiquen. En 

los supuestos a que se refiere este Artículo, se acumularán todos los medios de 

impugnación al más antiguo, a fin de que se resuelvan en una misma sentencia.  

Las pruebas vertidas para un expediente deberán ser tomadas en cuenta 

para los demás.  

5.2 Escisión 
 

Así, podrán escindirse los asuntos cuando en el escrito de demanda se 

impugna más de un acto, o bien, exista pluralidad de actores o demandados y, por 

consiguiente, fundadamente no sea conveniente resolver en forma conjunta.  

5.3 Pruebas  
 

Ahora bien, el Código Electoral de Veracruz prevé en los artículos 359-361 

todo lo referente a las pruebas. 

Por ello, es necesario desarrollar dichos temas como a continuación se 

muestra. 



En los medios de impugnación sólo serán admitidas pruebas documentales, 

técnicas cuando por su naturaleza no requieran perfeccionamiento, presuncionales 

e instrumental de actuaciones.  

Al respecto, serán documentales públicos:  

a) Las actas oficiales de los escrutinios y cómputos de las mesas directivas 

de casilla, así como las de los cómputos realizados por los organismos electorales;  

b) Las actas oficiales que consten en los expedientes de cada elección, así 

como las copias autógrafas o copias certificadas que deben constar en los 

expedientes de cada elección;  

c) Los demás documentos expedidos por los organismos o funcionarios 

electorales, dentro del ámbito de su competencia;  

d) Los documentos expedidos por autoridades federales, estatales y 

municipales, dentro del ámbito de su competencia; y  

e) Los documentos expedidos por quienes estén investidos de fe pública de 

acuerdo con la ley, siempre y cuando en ellos se consignen hechos que les consten;  

Por otro lado, serán documentales privadas todas las demás actas o 

documentos que aporten las partes, siempre que resulten pertinentes y 

relacionadas con sus pretensiones;  

Asimismo, se considerarán pruebas técnicas todos aquellos medios de 

reproducción de imágenes que tengan por objeto crear convicción en el juzgador 

acerca de los hechos controvertidos.  

En estos casos, el aportante deberá señalar concretamente lo que pretende 

acreditar, identificando a las personas, los lugares y las circunstancias de modo y 

tiempo que reproduzca la prueba;  

De igual modo, se considerarán pruebas presuncionales legales y 

humanas, además de las que pueda deducir el juzgador de los hechos 

comprobados, las declaraciones que consten en el acta levantada ante el fedatario 



público que las haya recibido directamente de los declarantes, siempre y cuando 

estos últimos queden debidamente identificados y asienten la razón de su dicho.  

Bajo esa tesitura, la prueba pericial sólo podrá ser ofrecida y admitida, en 

aquellos medios de impugnación no vinculados al proceso electoral y a sus 

resultados siempre y cuando su desahogo sea posible en los plazos legalmente 

establecidos.  

Por tanto, para su ofrecimiento deberán satisfacerse los requisitos siguientes:  

a) Ser ofrecida junto con el escrito de impugnación;  

b) Señalarse la materia sobre la que versará la prueba, exhibiendo el 

cuestionario respectivo con una copia para cada una de las partes;  

c) Especificarse lo que pretenda acreditarse con la misma; y  

d) Señalar el nombre del perito que se proponga y exhibir su acreditación 

técnica. La autoridad electoral, dará vista dentro de las veinticuatro horas siguientes 

sobre la propuesta a la autoridad responsable y al tercero interesado, pudiendo 

aceptar la propuesta o designar un perito distinto a costa del oferente.  

Los medios de prueba aceptados y admitidos serán valorados por los 

organismos electorales y el Tribunal Electoral del Estado, atendiendo a los principios 

de la lógica, de la sana crítica y de la experiencia, tomando en cuenta las reglas 

especiales señaladas en el Código.  

Por cuanto hace a las documentales públicas tendrán valor probatorio pleno, 

salvo prueba en contrario, respecto de su autenticidad o de la veracidad de los 

hechos a que se refieran. 

Así como las documentales privadas, las técnicas, las periciales, las 

presuncionales y la instrumental de actuaciones sólo harán prueba plena cuando, a 

juicio de los órganos competentes y del Tribunal Electoral, los demás elementos 

que obren en el expediente, los hechos afirmados, la verdad conocida y el recto 

raciocinio de la relación que guardan entre sí, generen convicción sobre la veracidad 

de los hechos afirmados.  



Por otro lado, el promovente aportará, con su escrito inicial o dentro del plazo 

para la interposición de los recursos, las pruebas que obren en su poder y ofrecerá 

las que, en su caso, deban requerirse, cuando habiendo obligación de expedirlas 

por la autoridad correspondiente, el promovente justifique haberlas solicitado por 

escrito y oportunamente y no le fueren proporcionadas.  

Ninguna prueba aportada fuera de estos plazos será tomada en cuenta al 

resolver. La prueba procede sobre los hechos controvertibles. No serán 

controvertibles el derecho, salvo el caso del derecho extranjero, los hechos notorios 

o imposibles, ni aquellos hechos que hayan sido reconocidos.  

El que afirma está obligado a probar. También lo está el que niega, cuando 

su negación desconozca la presunción legal que exista a favor de su contraparte, 

se desconozca la capacidad, la negativa fuera elemento constitutivo de la acción o 

la misma envuelva la afirmación expresa de un hecho.  

5.4 Características de las resoluciones 
 

Cabe precisar que toda resolución deberá hacerse constar por escrito, y 

contendrá:  

I. La fecha, lugar y autoridad que la dicte;  

II. El resumen de los hechos o puntos de derecho controvertidos;  

III. El examen y la valoración de las pruebas documentales ofrecidas, 

aportadas y admitidas y, en su caso, las ordenadas por el Tribunal Electoral del 

Estado;  

IV. El análisis de los agravios señalados;  

V. Los fundamentos legales de la resolución;  

VI. Los puntos resolutivos; y  

VII. En su caso, el plazo para su cumplimiento.  



Desde esa óptica, las resoluciones que recaigan a los recursos de revisión, 

apelación y el juicio para la protección de los derechos político-electorales tendrán 

como efecto la confirmación, modificación o revocación del acto o resolución 

impugnados. 

Las resoluciones de fondo del Tribunal Electoral del Estado que recaigan a 

los recursos de inconformidad, podrán tener uno o varios de los efectos siguientes:  

I. Confirmar el acto o resolución impugnado;  

II. Declarar la nulidad de la votación emitida en una o varias casillas, cuando 

se den las causas previstas por el Código, y modificar, en consecuencia, los 

resultados consignados en el acta de cómputo respectiva;  

III. Revocar las constancias de mayoría expedidas o registradas a favor de 

integrantes de una fórmula de candidatos, otorgándola a quienes corresponda o, en 

su caso, revocar la declaratoria de Gobernador Electo.  

IV. Revocar las constancias de asignación expedidas o registradas a favor 

de integrantes de una fórmula o lista de candidatos, otorgándola a quienes 

corresponda;  

V. Declarar la nulidad de la elección y revocar las constancias expedidas por 

el Consejo del OPLEV que de acuerdo a la elección corresponda, cuando se den 

los supuestos de nulidad previstos en este ordenamiento; y  

VI. Hacer la corrección de los cómputos cuando sean impugnados por error 

aritmético. 

Ahora, cuando por efecto de la acumulación de las resoluciones de los 

distintos recursos de inconformidad, se actualicen los supuestos de nulidad 

contemplados en el Código, el Tribunal Electoral decretará lo conducente, aun 

cuando no se haya solicitado en ninguno de los recursos resueltos individualmente.  

Términos para resolver 



Los recursos de revisión deberán ser resueltos por el Consejo General del 

OPLEV a más tardar en la tercera sesión que celebre después de su admisión, 

salvo cuando el recurso de revisión hubiese sido interpuesto dentro de los cinco 

días anteriores a la fecha de la jornada electoral de que se trate, siendo en este 

último caso enviado al Tribunal Electoral del Estado, a fin de que sea resuelto junto 

con el recurso de inconformidad con el que guarde relación. Cuando los recursos 

de revisión que se presenten cinco días antes de la fecha de la jornada electoral de 

que se trate, no guarden relación con uno de inconformidad, se declarará la 

improcedencia del recurso y se ordenará su archivo.  

De conformidad con la legislación, las sentencias que dicte el Tribunal 

Electoral serán definitivas e inatacables, y podrán confirmar, revocar o modificar el 

acto o resolución impugnado.  

Asimismo, los recursos de apelación serán resueltos por el Tribunal 

Electoral dentro de los cinco días siguientes a aquel en que se admitan.  

Ciertamente, los recursos de inconformidad que se presenten en contra de la 

validez de los cómputos estatales, distritales o municipales y las constancias de 

mayoría o declaración de candidato electo en las elecciones de Gobernador, 

diputados o de integrantes de ayuntamientos, serán resueltos por el propio Tribunal 

Electoral, a más tardar quince días antes de que concluya el proceso electoral 

respectivo.  

No obstante, si el recurso se interpone en contra del cómputo de la 

circunscripción plurinominal, el Tribunal deberá resolverlo a más tardar cinco 

días antes de la conclusión del proceso.  

Aclaración de sentencia 

El Tribunal podrá, de oficio o a petición de parte, aclarar un concepto o 

precisar los efectos de una sentencia, siempre y cuando esto no implique una 

alteración sustancial de los puntos resolutivos o del sentido del fallo. La aclaración 

de sentencia a petición de parte, deberá presentarse dentro de los tres días 



siguientes a aquél en que se tenga conocimiento de la resolución y deberá 

resolverse en un plazo máximo de seis días.  

Criterios obligatorios 

Los criterios fijados por el Tribunal Electoral del Estado serán obligatorios 

para las autoridades electorales, cuando se sustenten en cinco resoluciones 

consecutivas en el mismo sentido. La contradicción de criterios podrá ser planteada 

por las partes y en cualquier momento. El que prevalezca deberá observarse a partir 

de que se dicte, sin que puedan modificarse los efectos de las resoluciones 

pronunciadas con anterioridad. El Tribunal Electoral hará la publicación de los 

criterios obligatorios dentro de los seis meses siguientes a la conclusión de los 

procesos electorales a través de su órgano oficial de difusión.  

5.5 Notificaciones 
 

El Código Electoral prevé a partir del artículo 387 al 393, cómo se notificarán 

los acuerdos y resoluciones de los medios de impugnación. 

Las notificaciones podrán hacerse personalmente, por estrados, oficio, 

correo certificado, telegrama o correo electrónico, según se requiera para la eficacia 

del acto o resolución a notificar, salvo disposición expresa en el Código de la 

materia.  

Por otro lado, los estrados son los lugares en las oficinas de los organismos 

electorales y del Tribunal Electoral del Estado que estarán destinados a colocar, 

para su notificación, copias del escrito de interposición del medio de impugnación, 

así como de los acuerdos o resoluciones que les recaigan.  

Asimismo, la notificación por correo electrónico surtirá efectos a partir de que 

se tenga constancia de la recepción de la misma o, en su caso, se cuente con el 

acuse de recibo correspondiente.  

De igual modo, se entenderán como personales las notificaciones que con 

este carácter establezca el Código Electoral, y las mismas se harán al interesado a 

más tardar al día siguiente de aquel en que se dio el acto o se dictó la resolución, 



salvo que el propio Código Electoral prevea de manera específica un término 

distinto.  

Al respecto, las cédulas de notificación personal deberán contener la 

descripción del acto o resolución que se notifica, el lugar, hora y fecha en que se 

hace la notificación y el nombre de la persona con quien se entiende la diligencia. 

En caso de que ésta se niegue a recibir la notificación, se hará constar esta 

circunstancia en la cédula.  

Desde esa tesitura, las resoluciones que recaigan a los recursos de revisión 

serán notificadas de la siguiente manera:  

I. A los partidos políticos y candidatos que tengan representantes acreditados 

ante el órgano competente, se les hará personalmente en el domicilio que viene 

señalado, por correo certificado o por estrados. 

II. Al órgano electoral cuyo acto o resolución fue impugnado, se les hará por 

correo certificado o personalmente. Con la notificación se anexará copia de la 

resolución. 

III. A los terceros interesados, por correo certificado, o personalmente.  

Por otra parte, las resoluciones del Tribunal Electoral del Estado recaídas en 

los recursos de apelación serán notificadas al Consejo General del OPLEV, a quien 

haya interpuesto el medio de impugnación y, en su caso, a los terceros interesados, 

por correo certificado, o personalmente, a más tardar el día siguiente de que se 

pronuncien.  

Al Consejo General del OPLEV y al ciudadano promovente se enviará, junto 

con la notificación, copia de la resolución.  

Así como, las resoluciones del Tribunal Electoral del Estado recaídas a los 

recursos de inconformidad serán notificadas: 

 I. Al partido o candidato que interpuso el recurso, y al tercero interesado, 

personalmente, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes de dictada la 



resolución, siempre y cuando hayan señalado domicilio. En caso contrario, la 

notificación se hará por estrados.  

II. Al Consejo General la notificación se le hará por escrito, acompañado de 

una copia certificada de la resolución, a más tardar dentro de las cuarenta y ocho 

horas siguientes de dictada la resolución.  

No se pasa por alto que los actos o resoluciones de las autoridades 

electorales que no requieran de notificación personal podrán hacerse públicos a 

través de la Gaceta Oficial del Estado o, según el caso, mediante la fijación de 

cédulas en los estrados de los organismos electorales o del Tribunal Electoral del 

Estado. La notificación así realizada surtirá sus efectos al día siguiente de su 

publicación.  

 

6. Procedimientos Sancionadores 
 

Del artículo 313 al 328 del Código Electoral, se establecen las bases relativas 

a:  

I. La clasificación de procedimientos sancionadores en procedimientos 

ordinarios que se instauran por faltas cometidas dentro y fuera de los procesos 

electorales y especiales sancionadores, expeditos, por faltas cometidas dentro de 

los procesos electorales; 

II. Los sujetos y conductas sancionables;  

III. Las reglas para el inicio, tramitación, órganos competentes e investigación 

de ambos procedimientos; y  

IV. Los procedimientos para dictaminar y remitir expedientes al Tribunal 

Electoral del Estado, para su resolución. 

Sujetos, conductas sancionables y sanciones 



Los sujetos de responsabilidad por infracciones cometidas a las 

disposiciones electorales contenidas en el Código son los siguientes:  

I. Los partidos políticos;  

II. Las asociaciones políticas;  

III. Los aspirantes, precandidatos y candidatos a cargos de elección popular;  

IV. Los ciudadanos, dirigentes y afiliados a los partidos políticos o cualquier 

persona física o moral;  

V. Aspirantes y candidatos independientes;  

VI. Los observadores electorales o las organizaciones de observadores 

electorales; 

VII. Las autoridades o los servidores públicos federales, estatales, o 

municipales; 

VIII. Los notarios públicos;  

IX. Los extranjeros;  

X. Los ministros de culto, asociaciones o agrupaciones de cualquier religión; 

y  

XI. Los demás sujetos obligados en los términos de dicho Código y demás 

leyes aplicables en la materia.  

Cabe destacar que con independencia de las sanciones administrativas 

contempladas en el Código en cita, los sujetos referidos serán acreedores a las 

sanciones derivadas por la responsabilidad civil, penal, o cualquier otra a que 

pudiere darse lugar.  

Consecuentemente, los partidos políticos, los aspirantes, precandidatos o 

candidatos a cargos de elección popular, entre otros, pueden cometer infracciones 

como lo son las siguientes. 

A) De los partidos políticos:  



I. El incumplimiento de las obligaciones señaladas en el Código de la materia 

y demás disposiciones aplicables;  

II. El incumplimiento de las resoluciones o acuerdos del OPLEV;  

III. El incumplimiento de las demás disposiciones previstas en el Código 

multireferido en materia de precampañas y campañas electorales y en las demás 

disposiciones aplicables en la materia;   

IV. La difusión de propaganda política o electoral que contenga expresiones 

que calumnien a las personas;  

V. El incumplimiento de las reglas establecidas para el manejo y 

comprobación de sus recursos o para la entrega de la información sobre el origen, 

monto y destino de los mismos;  

VI. El exceder los topes de gastos de campaña;  

VII. La omisión o el incumplimiento de la obligación de proporcionar, en 

tiempo y forma, la información que les sea solicitada por los órganos del OPLEV y  

VIII. La comisión de cualquier otra falta de las previstas en el Código Electoral 

y demás disposiciones aplicables. 

Las disposiciones anteriormente descritas se aplicarán, en lo conducente, a 

las asociaciones políticas. 

B) De los aspirantes, precandidatos o candidatos a cargos de elección 

popular:  

I. La realización de actos anticipados de precampaña o campaña, según sea 

el caso;  

II. En el caso de los aspirantes o precandidatos, solicitar o recibir recursos, 

en dinero o en especie, de personas no autorizadas por el Código referido y demás 

disposiciones aplicables en la materia;   

III. Exceder el tope de gastos de precampaña o campaña establecido por el 

Consejo General del Organismo Público Local Electoral de Veracruz;  



IV. La acción u omisión que constituya violencia política en razón de género 

en los términos del Código; y   

V. El incumplimiento de cualquiera de las disposiciones contenidas en el 

Código y demás disposiciones aplicables en la materia. 

C) De los ciudadanos, de los dirigentes y afiliados a partidos políticos 

o, en su caso, de cualquier persona moral:  

I. La negativa a entregar la información requerida por el OPLEV; entregarla 

en forma incompleta o con datos falsos, o fuera de los plazos que señale el 

requerimiento; también la negativa a informar respecto de las operaciones 

mercantiles, los contratos que celebren, los donativos o aportaciones que realicen, 

o cualquier otro acto que los vincule con los partidos políticos, los aspirantes, 

precandidatos o candidatos a cargos de elección popular; y  

II. El incumplimiento de cualquiera de las disposiciones contenidas en el 

Código Electoral y demás disposiciones aplicables en la materia. 

D) De aspirantes y Candidatos Independientes:  

I. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el Código y demás 

disposiciones aplicables en la materia;  

II. La realización de actos anticipados de campaña;  

III. Solicitar o recibir recursos en efectivo o en especie, de personas no 

autorizadas por el Código;  

IV. Liquidar o pagar, así como aceptar la liquidación o el pago de actos u 

operaciones mediante el uso de efectivo o metales y piedras preciosas;  

V. Utilizar recursos de procedencia ilícita para el financiamiento de cualquiera 

de sus actividades;  

VI. Recibir aportaciones y donaciones en efectivo, así como metales o 

piedras preciosas de cualquier persona física o moral;  



VII. No presentar los informes que correspondan para obtener el apoyo 

ciudadano y de campaña establecidos en el Código de referencia;  

VIII. Exceder el tope de gastos para obtener el apoyo ciudadano y de 

campaña establecido por el Consejo General del OPLEV;  

IX. No reembolsar los recursos provenientes del financiamiento público no 

ejercidos durante las actividades de campaña;  

X. El incumplimiento de las resoluciones y acuerdos del OPLEV;  

XI. La obtención de bienes inmuebles con recursos provenientes del 

financiamiento público o privado;  

XII. La difusión de propaganda política o electoral que contenga expresiones 

que calumnien a las personas;  

XIII. La omisión o el incumplimiento de la obligación de proporcionar, en 

tiempo y forma, la información que les sea solicitada por los órganos del Organismo 

Público Local Electoral de Veracruz;  

XIV. La acción u omisión que constituya violencia política en razón de género 

en los términos del Código; y  

XV. El incumplimiento de cualquiera de las disposiciones contenidas en este 

ordenamiento y demás disposiciones aplicables.  

E) por parte de los observadores electorales y de las organizaciones 

con el mismo propósito, el incumplimiento de cualquiera sus disposiciones y 

de otras aplicables en la materia. 

F) de las autoridades o los servidores públicos federales, estatales o 

municipales:  

I. La omisión o el incumplimiento de la obligación de prestar colaboración y 

auxilio o de proporcionar, en tiempo y forma, la información que les sea solicitada 

por los órganos del OPLEV;  



II. La difusión, por cualquier medio, de propaganda gubernamental dentro del 

periodo que comprende desde el inicio de las campañas electorales hasta el día de 

la jornada electoral inclusive, con excepción de la información relativa a servicios 

educativos y de salud, o la necesaria para la protección civil en casos de 

emergencia;  

III. La acción u omisión que constituya violencia política en razón de género 

en términos del Código de la materia;  

IV. El incumplimiento del principio de imparcialidad establecido en el párrafo 

primero del artículo 79 de la Constitución del Estado, cuando tal conducta afecte la 

equidad de la competencia entre los partidos políticos, entre los aspirantes, 

precandidatos o candidatos durante los procesos electorales;  

V. Durante los procesos electorales, la difusión de propaganda, en cualquier 

medio de comunicación social, que contravenga lo dispuesto por el párrafo segundo 

del artículo 79 de la Constitución del Estado;  

VI. La utilización de programas sociales y de sus recursos, del ámbito federal, 

estatal, municipal, con la finalidad de inducir o coaccionar a los ciudadanos para 

votar a favor o en contra de cualquier partido político o candidato; y  

VII. El incumplimiento de cualquiera de las disposiciones contenidas en el 

Código de la materia.  

Los Consejeros Electorales, el Secretario Ejecutivo, el Contralor General y 

los Directores Ejecutivos del OPLEV estarán sujetos al régimen de 

responsabilidades previsto en la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, de la Constitución Política del Estado y en las demás leyes aplicables.  

G) De los notarios públicos el incumplimiento de las obligaciones de 

mantener abiertas sus oficinas el día de la elección y atender las solicitudes que les 

hagan los funcionarios de casilla, los ciudadanos y los representantes de partidos 

políticos, para dar fe de hechos o certificar documentos concernientes a la elección.  



H) Las conductas de los extranjeros que violen lo dispuesto en el Artículo 

33, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 

la legislación electoral.  

I) De los ministros de culto, asociaciones o agrupaciones de cualquier 

religión, son las siguientes:  

I. La inducción a la abstención, a votar por un candidato o partido político, o 

a no hacerlo por cualquiera de ellos, en los lugares destinados al culto, en locales 

de uso público o en los medios de comunicación;  

II. Realizar o promover aportaciones económicas a un partido político, 

aspirante o candidato a cargo de elección popular; y  

III. El incumplimiento, en lo conducente, de cualquiera de las disposiciones 

contenidas el Código y demás disposiciones aplicables en la materia. 

Las infracciones señaladas con anterioridad serán sancionadas conforme a 

lo siguiente:  

I. Respecto de los partidos políticos:  

a) Con amonestación pública;  

b) Con multa de hasta diez mil días de salario mínimo vigente en la capital 

del Estado, según la gravedad de la falta;  

c) Pérdida del derecho a registrar al aspirante a candidato o cancelación del 

registro de candidaturas, dependiendo de la gravedad de la falta;  

d) Con hasta un tanto igual al monto ejercido en exceso, en los casos de 

infracción a lo dispuesto en materia de topes a los gastos de precampaña o 

campaña, o a los límites aplicables en materia de donativos o aportaciones de 

simpatizantes, o de los candidatos para sus propias campañas. En caso de 

reincidencia, la sanción será de hasta el doble de lo anterior;  

e) Cancelación del registro si se trata de partidos políticos estatales o la 

acreditación si se trata de partidos políticos nacionales, en casos de graves y 



reiteradas conductas violatorias a la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, la Constitución Estatal, el Código de referencia y demás disposiciones 

aplicables en la materia;  

II. Respecto de las asociaciones políticas:  

a) Con amonestación pública;  

b) Con multa de hasta diez mil quinientos días de salario mínimo vigente en 

la capital del Estado, según la gravedad de la falta; y  

c) Con la suspensión o cancelación de su registro, que en el primer caso no 

podrá ser menor a seis meses.  

III. Respecto de los aspirantes, precandidatos o candidatos a cargos de 

elección popular:  

a) Con amonestación pública;  

b) Con multa de hasta cinco mil días de salario mínimo vigente en la capital 

del Estado; y  

c) Con la pérdida del derecho del precandidato infractor a ser registrado como 

candidato, o con la cancelación si ya estuviere registrado. Cuando las infracciones 

cometidas por aspirantes, precandidatos o candidatos a cargos de elección popular 

sean imputables exclusivamente a aquéllos, no procederá sanción alguna en contra 

del partido político de que se trate. Cuando el precandidato resulte electo en el 

proceso interno el Partido Político, no podrá registrarlo como candidato.  

IV. Respecto de los ciudadanos, de los dirigentes y afiliados a los partidos 

políticos o de cualquier persona moral:  

a) Con amonestación pública;  

b) Con multa de hasta quinientos días de salario mínimo vigente en la capital 

del Estado si se trata de ciudadanos, de los dirigentes y afiliados a los partidos 

políticos;  



c) Con multa de hasta mil días de salario mínimo vigente en la capital del 

Estado, respecto de las personas morales; y  

d) Con multa de hasta dos mil días de salario mínimo vigente en la capital del 

Estado, en el caso de que promuevan una denuncia frívola. Para la individualización 

de las sanciones a que se refiere esta fracción la autoridad electoral deberá de 

tomar en cuenta la gravedad de la responsabilidad en que se incurra y la 

conveniencia de suprimir la práctica en atención al bien jurídico tutelado, o las que 

se dicten con base en él; las circunstancias de modo tiempo y lugar de la infracción, 

las condiciones socioeconómicas del infractor, las condiciones externas y los 

medios de ejecución, la reincidencia en el incumplimiento de sus obligaciones y, en 

su caso, el monto del beneficio, lucro, daño o perjuicio derivado del incumplimiento 

de obligaciones.  

V. Respecto de los observadores electorales y organizaciones con el mismo 

propósito:  

a) Con amonestación pública; y  

b) Con la cancelación inmediata de la acreditación como observadores 

electorales y la inhabilitación para acreditarlos como tales en al menos dos procesos 

electorales locales.  

VI. Respecto de los aspirantes y candidatos independientes: a) Con 

amonestación pública;  

b) Con multa de hasta cinco mil días de salario mínimo vigente en la capital 

del Estado;  

c) Con la pérdida del derecho del aspirante infractor a ser registrado como 

Candidato Independiente o, en su caso, si ya hubiera sido registrado, con la 

cancelación del mismo; y  

d) En caso de que el aspirante omita informar y comprobar los gastos 

tendentes a recabar el apoyo ciudadano y los gastos de campaña, sin que en este 

último caso los reembolse no podrá ser registrado en las dos elecciones 



subsecuentes, independientemente de las responsabilidades que, en su caso, le 

resulten en términos de la legislación aplicable.  

Entonces, cuando las autoridades federales, estatales o municipales 

incumplan los mandatos de la autoridad electoral, no proporcionen en tiempo y 

forma la información que les sea solicitada, no presten el auxilio y colaboración que 

les sea requerida por los órganos del OPLEV o actualicen la infracción prevista en 

el artículo 321 fracción III del Código, se estará a lo siguiente:  

I. Conocida la infracción, la Secretaría Ejecutiva integrará un expediente que 

será remitido al superior jerárquico de la autoridad infractora, para que éste proceda 

en los términos de ley;  

II. El superior jerárquico a que se refiere el párrafo anterior deberá comunicar 

al OPLEV las medidas que haya adoptado en el caso; y  

III. Si la autoridad infractora no tuviese superior jerárquico, el requerimiento 

será turnado al Órgano de Fiscalización Superior del Estado o a la Auditoría 

Superior de la Federación, según sea el caso, a fin de que se proceda en los 

términos de las leyes aplicables.  

Ahora bien, cuando el OPLEV conozca del incumplimiento por parte de los 

notarios públicos a las obligaciones que el Código les impone, la Secretaría 

Ejecutiva integrará un expediente que se remitirá a la autoridad competente, para 

que proceda en los términos de la legislación aplicable; aquélla deberá comunicar 

al OPLEV, dentro del plazo de un mes, las medidas que haya adoptado y las 

sanciones impuestas. En todo caso, la autoridad competente ordenará las medidas 

cautelares a fin de que la conducta infractora cese de inmediato.  

Asimismo, cuando el OPLEV tenga conocimiento de que un extranjero, por 

cualquier forma, pretenda inmiscuirse o se inmiscuya en asuntos políticos, integrará 

un expediente que se remitirá a la Secretaría de Gobernación, para los efectos 

previstos por la ley.  

De la misma suerte, cuando el OPLEV tenga conocimiento de la comisión de 

una infracción por parte de los ministros de culto, asociaciones, iglesias o 



agrupaciones de cualquier religión, informará a la Secretaría de Gobernación, para 

los efectos legales conducentes.  

Respecto a la individualización de las sanciones a que se refiere el Código, 

se establece que una vez acreditada la existencia de una infracción y su imputación, 

la autoridad electoral deberá tomar en cuenta las circunstancias en que se produjo 

la contravención de la norma administrativa, entre otras, las siguientes:  

I. El grado de la responsabilidad en que se incurra y la conveniencia de 

suprimir prácticas que infrinjan, en cualquier forma, las disposiciones del Código, en 

atención al bien jurídico tutelado, o las que se dicten con base en él;  

II. Las circunstancias de modo, tiempo y lugar de la infracción;  

III. Las condiciones socioeconómicas del infractor al momento de cometer la 

infracción;  

IV. La capacidad económica del infractor, para efectos del pago 

correspondiente de la multa, cuando así sea el caso;  

V. Las condiciones externas y los medios de ejecución;  

VI. La afectación o no al financiamiento público, si se trata de organizaciones 

o coaliciones;  

VII. La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones;  

VIII. La observancia de los principios de igualdad sustantiva entre mujeres y 

hombres, de no discriminación, la perspectiva de género en términos de las 

disposiciones aplicables, y la violencia política en razón de género; y  

IX. En su caso, el monto del beneficio, lucro, daño o perjuicio derivado del 

incumplimiento de obligaciones.  

Bajo esa tesitura, se considerará reincidente al infractor que habiendo sido 

declarado responsable del incumplimiento a alguna de las obligaciones a que se 

refiere el Código Electoral o demás legislación aplicable en la materia, incurra 

nuevamente en la misma conducta infractora. Para tener por actualizada la 



reincidencia, la autoridad sancionadora deberá considerar el ejercicio o periodo en 

el que se cometió la transgresión anterior, por la que se estima reiterada la 

infracción; la naturaleza de las contravenciones, así como los preceptos infringidos, 

a fin de evidenciar que afecta el mismo bien jurídico tutelado y que la resolución 

mediante la cual se sancionó al infractor, con motivo de la contravención anterior, 

tiene el carácter de firme.  

Para el caso de que se imponga una sanción a una coalición, en la resolución 

correspondiente deberán quedar claramente expresadas, sin excepción, las 

circunstancias particulares en las que cada una de las organizaciones participó u 

omitió los hechos constitutivos de la infracción, ya sea por participación directa o 

por corresponsabilidad. Para efecto de la correspondiente individualización de la 

sanción, ésta deberá hacerse por cada una de las organizaciones participantes. 

No pasa por alto que las multas que imponga el OPLEV deberán pagarse 

ante la Secretaría Ejecutiva en un plazo improrrogable de quince días, contado a 

partir de la notificación.  

Si la sanción hubiese sido impuesta a los partidos políticos, transcurrido el 

plazo sin que el pago se hubiere efectuado, se podrá deducir el monto de la multa 

de las ministraciones del financiamiento público que corresponda. Tratándose de 

cualquier otro infractor o si no hubiere posibilidad de descontar el monto de la 

sanción de futuras ministraciones a los partidos políticos, el importe de la multa será 

considerado como un crédito fiscal y se dará vista a la autoridad fiscal competente 

a efecto de que realice el cobro del mismo.  

Procedimiento Sancionador 

Por otra parte, en los artículos 329-332, correspondientes al capítulo III del 

mismo ordenamiento, se puede observar contenido lo relativo a los procedimientos 

sancionadores. 

En lo no previsto para la sustanciación de los procedimientos sancionadores, 

se aplicará supletoriamente lo dispuesto en el Libro Séptimo del Código Electoral, 

referente a los medios de impugnación. 



En ese sentido, los órganos competentes para la tramitación y resolución del 

procedimiento sancionador, en el ámbito de sus facultades, serán:  

I. El OPLEV, por conducto de:  

a) El Consejo General,  

b) La Comisión de Quejas y Denuncias, y  

c) La Secretaría Ejecutiva del OPLEV; y  

II. El Tribunal Electoral del Estado.  

Con referencia a los Consejos, en sus respectivos ámbitos de competencia, 

fungirán como auxiliares para la tramitación de los procedimientos sancionadores.  

La Comisión de Quejas y Denuncias se integrará por tres consejeros 

electorales, quienes serán designados para un periodo de dos años por el Consejo 

General y sus sesiones serán privadas.  

En ese orden de ideas, cuando se reciban quejas o denuncias en materia de 

radio y televisión, la Secretaría remitirá de inmediato al Instituto Nacional Electoral 

para el procedimiento correspondiente.  

Ahora bien, las notificaciones se harán a más tardar dentro de los tres días 

hábiles siguientes al que se dicten las resoluciones que las Si no se encuentra al 

interesado en su domicilio se le dejará con cualquiera de las personas que allí se 

encuentren un citatorio que contendrá:  

I. Denominación del órgano que dictó la resolución que se pretende notificar;  

II. Datos del expediente en el cual se dictó;  

III. Extracto de la resolución que se notifica;  

IV. Día y hora en que se deja el citatorio y nombre de la persona a la que se 

le entrega; y  

V. El señalamiento de la hora a la que, al día siguiente, deberá esperar la 

notificación. 



Al día siguiente, en la hora fijada en el citatorio, el notificador se constituirá 

nuevamente en el domicilio y si el interesado no se encuentra, se hará la notificación 

por estrados, de todo lo cual se asentará la razón correspondiente.  

Por otro lado, si a quien se busca se niega a recibir la notificación, o las 

personas que se encuentran en el domicilio se rehúsan a recibir el citatorio, o no se 

encuentra nadie en el lugar, éste se fijará en la puerta de entrada, procediéndose a 

realizar la notificación por estrados, asentándose razón de ello en autos.  

Respecto a las notificaciones personales, podrán realizarse por 

comparecencia del interesado, de su representante, o de su autorizado ante el 

órgano que corresponda.  

La notificación de las resoluciones que pongan fin al procedimiento de 

investigación será personal, se hará a más tardar dentro de los tres días hábiles 

siguientes a aquél en que se dicten, entregando al denunciante y al denunciado 

copia certificada de la resolución.  

De ese modo, los plazos se contarán de momento a momento y si están 

señalados por días, éstos se considerarán de veinticuatro horas. Durante los 

procesos electorales todos los días y horas son hábiles. En el caso de las quejas 

que se inicien fuera del proceso electoral, los plazos se computarán por días hábiles, 

respecto de las que se presenten una vez iniciado aquél, por días naturales.  

Por otra parte, son objeto de prueba los hechos controvertidos. No lo será el 

derecho, los hechos notorios o imposibles, ni aquéllos que hayan sido reconocidos. 

Se podrán invocar los hechos notorios, aunque no hayan sido alegados por el 

denunciado o por el quejoso. En todo caso, una vez que se haya apersonado el 

denunciado al procedimiento de investigación, en el desahogo de las pruebas se 

respetará el principio contradictorio de la prueba, siempre que ello no signifique la 

posibilidad de demorar el procedimiento, o el riesgo de que se oculte o destruya el 

material probatorio.  

Las pruebas deberán ofrecerse en el primer escrito que presenten las partes 

en el procedimiento, expresando con toda claridad cuál es el hecho o hechos que 



se tratan de acreditar con las mismas, así como las razones por las que se estima 

que demostrarán las afirmaciones vertidas. Serán admitidas las siguientes pruebas:  

I. Documentales públicas;  

II. Documentales privadas;  

III. Técnicas;  

IV. Presunción legal y humana; y  

V. Instrumental de actuaciones.  

Ciertamente, la declaración de parte podrá ser admitida cuando se ofrezca 

en acta levantada ante fedatario público que las haya recibido directamente de los 

declarantes, y siempre que estos últimos queden debidamente identificados y 

asienten la razón de su dicho.  

La autoridad que sustancie el procedimiento podrá ordenar el desahogo de 

reconocimientos o inspecciones judiciales, cuando la violación reclamada lo 

amerite, los plazos permitan su desahogo y se estimen determinantes para el 

esclarecimiento de los hechos denunciados.  

Así como, el quejoso o el denunciado podrán aportar pruebas supervenientes 

hasta antes del cierre de la instrucción.  

Una vez admitida una prueba superveniente, se dará vista al quejoso o 

denunciado, según corresponda, para que en el plazo de cinco días manifieste lo 

que a su derecho convenga.  

La Secretaría Ejecutiva del OPLEV podrá admitir aquellas pruebas que 

habiendo sido ofrecidas en el escrito por el que se comparezca al procedimiento y 

que hayan sido solicitadas a las instancias correspondientes, no se hubiesen 

aportado hasta antes del cierre de la instrucción. 

En ese sentido, se apercibirá a las autoridades, en caso de que éstas no 

atiendan en tiempo y forma el requerimiento de las pruebas.  



Bajo esos términos, los órganos que sustancien el procedimiento podrán 

hacer uso de los medios de apremio para hacer cumplir sus resoluciones.  

Luego, las pruebas admitidas y desahogadas serán valoradas en su 

conjunto, atendiendo a las reglas de la lógica, la experiencia y de la sana crítica, así 

como a los principios rectores de la función electoral, con el objeto de producir 

convicción sobre los hechos controvertidos.  

Por consiguiente, las documentales públicas tendrán valor probatorio pleno, 

salvo prueba en contrario respecto de su autenticidad o de la veracidad de los 

hechos a que se refieran y las documentales privadas, técnicas e instrumental de 

actuaciones, así como aquellas en las que un fedatario haga constar las 

declaraciones de alguna persona debidamente identificada, sólo harán prueba 

plena cuando a juicio del órgano competente para resolver generen convicción 

sobre la veracidad de los hechos alegados, al concatenarse con los demás 

elementos que obren en el expediente, las afirmaciones de las partes, la verdad 

conocida y el recto raciocinio de la relación que guardan entre sí.  

En el caso de existir imposibilidad material para compulsar las copias simples 

que obren en el expediente, éstas tendrán únicamente el valor de indicio. Artículo 

333. Para la resolución expedita de las quejas o denuncias y con el objeto de 

determinar en una sola resolución sobre dos o más de ellas, la Secretaría procederá 

a decretar la acumulación por conexidad. En caso de litispendencia, el segundo 

procedimiento se sobreseerá.  

6.1 Procedimiento Sancionador Ordinario 
 

Ahora, también encontramos que el Procedimiento Sancionador Ordinario, 

se encuentra legislado en el Código, específicamente en los artículos 334 al 339. 

El procedimiento para el conocimiento de las faltas y aplicación de sanciones 

administrativas podrá iniciar a instancia de parte o de oficio, cuando cualquier 

órgano del OPLEV tenga conocimiento de la comisión de conductas infractoras. La 

facultad de la autoridad electoral para fincar responsabilidades por infracciones 



administrativas prescribe en el término de tres años, contados a partir de la comisión 

de los hechos o que se tenga conocimiento de los mismos.  

En efecto, cualquier persona podrá presentar quejas o denuncias por 

presuntas violaciones a la normatividad electoral ante los órganos centrales o 

desconcentrados del OPLEV; las personas morales lo harán por medio de sus 

legítimos representantes, en términos de la legislación aplicable, y las personas 

físicas lo harán por su propio derecho.  

A. La queja o denuncia deberá ser presentada por escrito y cumplir con los 

siguientes requisitos:  

I. Nombre del quejoso o denunciante, con firma autógrafa o huella digital;  

II. Domicilio para oír y recibir notificaciones;  

III. Los documentos que sean necesarios para acreditar la personería;  

IV. Narración expresa y clara de los hechos en que se basa la queja o 

denuncia y, de ser posible, los preceptos presuntamente violados;  

V. Ofrecer y aportar las pruebas con que cuente o, en su caso, mencionar las 

que habrán de requerirse, cuando el promovente acredite que oportunamente las 

solicitó por escrito al órgano competente, y no le hubieren sido entregadas.  

De esa manera, el denunciante deberá relacionar las pruebas con cada uno 

de los hechos, y  

VI. Los partidos políticos deberán presentar las quejas o denuncias por 

escrito. En caso de que los representantes no acrediten su personería, la queja o 

denuncia se tendrá por no presentada.  

Lo anterior, con la salvedad de la hipótesis contenida en la última parte del 

párrafo siguiente, ante la omisión de cualquiera de los requisitos antes señalados, 

la Secretaría Ejecutiva prevendrá al denunciante para que la subsane dentro del 

plazo improrrogable de tres días. De la misma forma, lo prevendrá para que aclare 

su denuncia, cuando esta sea imprecisa, vaga o genérica. En caso de no enmendar 



la omisión que se le requiera, se tendrá por no presentada la denuncia. La queja o 

denuncia podrá ser presentada ante cualquier órgano del OPLEV, debiendo ser 

remitida dentro del término de cuarenta y ocho horas a la Secretaría Ejecutiva para 

su trámite.  

Al respecto, las promociones notoriamente improcedentes serán desechadas 

de plano.  

B. Recibida la queja o denuncia, la Secretaría Ejecutiva procederá a:  

I. Su registro, debiendo informar de su presentación al Consejo General;  

II. Su revisión para determinar si debe prevenir al quejoso;  

III. Su análisis para determinar la admisión o desechamiento de la misma, y  

IV. En su caso, determinar y solicitar las diligencias necesarias para el 

desarrollo de la investigación. 

En ese tenor, la Secretaría Ejecutiva contará con un plazo de cinco días para 

emitir el acuerdo de admisión o de desechamiento, contado a partir del día en que 

reciba la queja o denuncia. En caso de que se hubiese prevenido al quejoso, a partir 

de la recepción del desahogo de la prevención o de la fecha en la que termine el 

plazo sin que se hubiese desahogado la misma.  

No pasa por alto que las reglas para la improcedencia y para el 

sobreseimiento son:  

A. La queja o denuncia será improcedente cuando:  

I. Tratándose de quejas o denuncias que versen sobre presuntas violaciones 

a la normatividad interna de un partido político;  

II. Por actos o hechos imputados a la misma persona que hayan sido materia 

de otra queja o denuncia que cuente con resolución del Consejo General del OPLEV 

respecto al fondo y esta no se haya impugnado ante el Tribunal Electoral del Estado, 

o habiendo sido impugnada haya sido confirmada por el mismo Tribunal Electoral 

del Estado, y  



III. Se denuncien actos de los que el OPLEV resulte incompetente para 

conocer; o cuando los actos, hechos u omisiones denunciados no constituyan 

violaciones al Código.  

B. Procederá el sobreseimiento de la queja o denuncia cuando:  

I. Exista litispendencia. En este caso se sobreseerá el segundo 

procedimiento;  

II. Habiendo sido admitida, sobrevenga alguna de las causales de 

improcedencia;  

III. El denunciado sea un partido político que, con posterioridad a la admisión 

de la queja o denuncia, haya perdido su registro, y  

IV. El denunciante presente escrito de desistimiento, siempre y cuando lo 

exhiba antes de la aprobación del proyecto de resolución por parte de la Comisión 

de Quejas y que a juicio de la misma, o por el avance de la investigación, no se trate 

de la imputación de hechos graves, ni se vulneren los principios rectores de la 

función electoral.  

Con relación al estudio de las causas de improcedencia o sobreseimiento de 

la queja o denuncia, éstas se realizarán de oficio. En caso de advertir que se 

actualiza una de ellas, la Secretaría Ejecutiva elaborará un proyecto de resolución 

por el que se proponga el desechamiento o sobreseimiento, según corresponda.  

Cuando durante la sustanciación de una investigación la Secretaría Ejecutiva 

advierta hechos distintos al objeto de ese procedimiento que puedan constituir 

distintas violaciones electorales, o la responsabilidad de actores diversos a los 

denunciados, podrá ordenar el inicio, de oficio, de un nuevo procedimiento de 

investigación. 

Cabe precisar que una vez admitida la queja o denuncia, la Secretaría 

Ejecutiva emplazará al denunciado sin perjuicio de ordenar las diligencias de 

investigación que estime necesarias. Con la primera notificación al denunciado se 

le correrá traslado con una copia de la queja o denuncia, así como de las pruebas 



que, en su caso, haya aportado el denunciante o hubiera obtenido a prevención la 

autoridad que la recibió, concediéndole un plazo de cinco días para que conteste 

respecto a las imputaciones que se le formulan. La omisión de contestar sobre 

dichas imputaciones únicamente tiene como efecto la preclusión de su derecho a 

ofrecer pruebas, sin generar presunción respecto a la veracidad de los hechos 

denunciados.  

El escrito de contestación deberá cumplir con los siguientes requisitos:  

I. Nombre del denunciado o su representante, con firma autógrafa o huella 

digital;  

II. Deberá referirse a los hechos que se le imputan, afirmándolos, negándolos 

o declarando que los desconoce;  

III. Domicilio para oír y recibir notificaciones;  

IV. Los documentos que sean necesarios para acreditar la personería, y  

V. Ofrecer y aportar las pruebas con que cuente, debiendo relacionar éstas 

con los hechos o, en su caso, mencionar las que habrán de requerirse por estar en 

poder de una autoridad y que no le haya sido posible obtener. En este último 

supuesto, el oferente deberá identificar con toda precisión dichas pruebas  

Por otra parte, la investigación para el conocimiento cierto de los hechos se 

realizará por el OPLEV de forma seria, congruente, idónea, eficaz, expedita, 

completa y exhaustiva. 

Una vez que la Secretaría Ejecutiva tenga conocimiento de los hechos 

denunciados, en su caso, dictará de inmediato las medidas necesarias para dar fe 

de los mismos; para impedir que se pierdan, destruyan o alteren las huellas o 

vestigios, y en general para evitar que se dificulte la investigación.  

Admitida la queja o denuncia por la Secretaría Ejecutiva, se allegará de los 

elementos de convicción que estime pertinentes para integrar el expediente 

respectivo. Para tal efecto, solicitará mediante oficio a los órganos del OPLEV que 

lleven a cabo las investigaciones o recaben las pruebas necesarias.  



En ese contexto, el plazo para llevar a cabo la investigación no podrá exceder 

de cuarenta días, contados a partir de la recepción del escrito de queja o denuncia 

en la Secretaría o del inicio de oficio del procedimiento por parte del Secretario.  

Dicho plazo podrá ser ampliado de manera excepcional por una sola vez, 

hasta por un periodo igual al antes señalado, mediante acuerdo debidamente 

motivado que emita la Secretaría Ejecutiva Si dentro del plazo fijado para la 

admisión de la queja o denuncia, la Secretaría Ejecutiva valora que deben dictarse 

medidas cautelares lo propondrá a la Comisión de Quejas y Denuncias para que 

esta resuelva en un plazo de veinticuatro horas lo conducente, con la finalidad de 

lograr la cesación de los actos o hechos que constituyan la infracción, evitar la 

producción de daños irreparables, la afectación de los principios que rigen los 

procesos electorales, o la vulneración de los bienes jurídicos tutelados por las 

disposiciones contenidas en el ordenamiento en cita.  

Luego, el Secretario del Consejo General del OPLEV podrá solicitar a las 

autoridades federales, estatales o municipales, según corresponda, los informes, 

certificaciones o el apoyo necesario para la realización de diligencias que 

coadyuven para indagar y verificar la certeza de los hechos denunciados. Con la 

misma finalidad podrá requerir a las personas físicas y morales la entrega de 

informaciones y pruebas que sean necesarias. Las diligencias que se realicen en el 

curso de la investigación deberán ser efectuadas por la Secretaría Ejecutiva, a 

través del funcionario público que ésta designe.  

Concluido el desahogo de las pruebas y, en su caso, agotada la 

investigación, la Secretaría Ejecutiva pondrá el expediente a la vista del quejoso y 

del denunciado para que, en un plazo de cinco días, manifiesten lo que a su derecho 

convenga. Transcurrido este plazo, procederá a elaborar el proyecto de resolución 

correspondiente, en un término no mayor a diez días contados a partir del desahogo 

de la última vista o de no desahogarse por ambas partes, a partir de que caducó el 

término referido.  



Vencido el plazo antes mencionado el Secretario podrá ampliarlo mediante 

acuerdo en el que se señalen las causas que lo motiven; la ampliación no podrá 

exceder de diez días.  

Desde esa óptica, el proyecto de resolución que formule la Secretaría 

Ejecutiva será enviado a la Comisión de Quejas y Denuncias, dentro del término de 

cinco días, para su conocimiento y estudio.  

El Presidente de la Comisión de Quejas y Denuncias, a más tardar al día 

siguiente de la recepción del dictamen, convocará a los demás integrantes de la 

misma a reunión, la que deberá tener lugar no antes de veinticuatro horas de la 

fecha de la convocatoria, con la finalidad de que dicho órgano colegiado analice y 

valore el proyecto de resolución, atendiendo a lo siguiente:  

I. Si el primer proyecto de la Secretaría Ejecutiva propone el desechamiento 

o sobreseimiento de la investigación, o la imposición de una sanción y la Comisión 

de Quejas y Denuncias está de acuerdo con el sentido del mismo, será turnado al 

Consejo General para su estudio y votación;  

II. En caso de no aprobarse el desechamiento o sobreseimiento, o la 

imposición de la sanción, la Comisión de Quejas y Denuncias devolverá el proyecto 

al Secretario, exponiendo las razones de su devolución, o sugiriendo, en su caso, 

las diligencias que estime pertinentes para el perfeccionamiento de la investigación, 

y  

III. En un plazo no mayor a quince días después de la devolución del proyecto 

y las consideraciones al respecto, la Secretaría Ejecutiva emitirá un nuevo proyecto 

de resolución, debiendo considerar los razonamientos y argumentos que formule la 

Comisión de Quejas y Denuncias. Una vez que el Presidente del Consejo General 

reciba el proyecto correspondiente, convocará a sesión, remitiendo copias del 

mismo a los integrantes de dicho órgano. 

En la sesión en que se conozca del proyecto de resolución, el Consejo 

General del OPLEV determinará:  

I. Aprobarlo en los términos en que se le presente;  



II. Aprobarlo, ordenando al Secretario del Consejo General realizar el 

engrose de la resolución en el sentido de los argumentos, consideraciones y 

razonamientos expresados por la mayoría;  

III. Modificarlo, procediendo a aprobarlo dentro de la misma sesión, siempre 

y cuando se considere que puede hacerse y que no contradice lo establecido en el 

cuerpo del dictamen;  

IV. Rechazarlo y ordenar a la Secretaría Ejecutiva elaborar un nuevo proyecto 

en el sentido de los argumentos, consideraciones y razonamientos expresados por 

la mayoría, y  

V. Rechazado un proyecto de resolución se entiende que se aprueba un 

acuerdo de devolución.  

En el caso de empate por motivo de la ausencia de alguno de los Consejeros 

Electorales, se procederá a una segunda votación; en caso de persistir el empate, 

el Consejero Presidente determinará que se presente en una sesión posterior, en la 

que se encuentren presenten todos los consejeros electorales. El consejero 

electoral que disienta de la mayoría, podrá formular voto particular, el cual se 

insertará en el proyecto respectivo si se remite al secretario dentro de los dos días 

siguientes a la fecha de su aprobación.  

Finalmente, en el desahogo de los puntos de la orden del día en que el 

Consejo General deba resolver sobre los proyectos de resolución relativos a quejas 

o denuncias, estos se agruparán y votarán en un solo acto, salvo que alguno de sus 

integrantes proponga su discusión por separado.  

6.2 Procedimiento Especial Sancionador 
 

Por otra parte, el Código también el denominado “Procedimiento Especial 

Sancionador”, contemplado a partir del artículo 340-346. 

Al respecto, el Código establece que dentro de los procesos electorales, la 

Secretaría Ejecutiva del Electoral OPLEV, instruirá el procedimiento especial, 

cuando se denuncie la comisión de conductas que:  



I. Contravengan lo dispuesto en el artículo 79, párrafo segundo de la 

Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave;  

II. Contravengan las normas sobre propaganda política o electoral, incluida 

la prohibición de difundir expresiones que constituyan violencia política en razón de 

género, o  

III. Constituyan actos anticipados de precampaña o campaña.  

Los procedimientos relacionados con la difusión de propaganda que se 

considere calumniosa sólo podrán iniciarse a instancia de parte afectada. En efecto, 

se entenderá por calumnia la imputación de hechos o delitos falsos con impacto en 

un proceso electoral.  

Por consiguiente, la denuncia deberá reunir los siguientes requisitos:  

I. Nombre del quejoso o denunciante, con firma autógrafa o huella digital;  

II. Domicilio para oír y recibir notificaciones;  

III. Los documentos que sean necesarios para acreditar la personería;  

IV. Narración expresa y clara de los hechos en que se basa la denuncia;  

V. Ofrecer y exhibir las pruebas con que se cuente; o en su caso, mencionar 

las que habrán de requerirse, por no tener posibilidad de recabarlas; y  

VI. En su caso, las medidas cautelares que se soliciten.  

El órgano del OPLEV que reciba la denuncia, la remitirá inmediatamente a la 

Secretaría Ejecutiva, para que esta la examine junto con las pruebas aportadas.  

También es necesario enfatizar que la denuncia será desechada de plano 

por la Secretaría Ejecutiva, sin prevención alguna, cuando:  

I. No reúna los requisitos indicados en el presente artículo;  

II. Los hechos denunciados no constituyan una violación en materia de 

propaganda político-electoral;  



III. El denunciante no aporte ni ofrezca prueba alguna de sus dichos, o  

IV. La denuncia sea evidentemente frívola.  

Entonces, la Secretaría Ejecutiva del OPLEV deberá admitir o desechar la 

denuncia en un plazo no mayor a setenta y dos horas posteriores a su recepción. 

En caso de desechamiento, notificará al denunciante su resolución, dentro del plazo 

de cuarenta y ocho horas; tal resolución deberá ser informada al Tribunal Electoral 

para su conocimiento.  

Por consiguiente, en el caso de que la Secretaría Ejecutiva admita la 

denuncia, emplazará al denunciante y al denunciado para que comparezcan a una 

audiencia de pruebas y alegatos, que tendrá lugar dentro del plazo de setenta y dos 

horas posteriores a la admisión. En el escrito respectivo se le informará al 

denunciado de la infracción que se le imputa y se le correrá traslado de la denuncia 

con sus anexos.  

De tal modo que si la Secretaría Ejecutiva del OPLEV considera necesaria la 

adopción de medidas cautelares, las propondrá a la Comisión de Quejas y 

Denuncias dentro del plazo de cuarenta y ocho horas, en los términos establecidos 

en el Código. Esta decisión podrá ser impugnada ante el Tribunal Electoral del 

Estado.  

Consecuentemente, la audiencia de pruebas y alegatos se llevará a cabo de 

manera ininterrumpida, en forma oral y será conducida por el personal designado 

por la Secretaría Ejecutiva, debiéndose levantar constancia de su desarrollo.  

Además, en el procedimiento especial no serán admitidas más pruebas que 

la documental y la técnica, esta última será desahogada siempre y cuando el 

oferente aporte los medios para tal efecto en el curso de la audiencia.  

Asimismo, la falta de asistencia de las partes no impedirá la celebración de 

la audiencia en el día y hora señalados.  

La audiencia se desarrollará en los siguientes términos:  



I. Abierta la audiencia, se dará el uso de la voz al denunciante a fin de que, 

en una intervención no mayor a treinta minutos, resuma el hecho que motivó la 

denuncia y haga una relación de las pruebas que a su juicio la corroboran. En caso 

de que el procedimiento se haya iniciado en forma oficiosa, la Secretaría Ejecutiva 

del  OPLEV no actuará como denunciante;  

II. Acto seguido, se dará el uso de la voz al denunciado, a fin de que en un 

tiempo no mayor a treinta minutos, responda a la denuncia, ofreciendo las pruebas 

que a su juicio desvirtúen la imputación que se realiza;  

III. La Secretaría Ejecutiva resolverá sobre la admisión de pruebas y acto 

seguido procederá a su desahogo; y  

IV. Concluido el desahogo de las pruebas, la Secretaría Ejecutiva concederá 

en forma sucesiva el uso de la voz al denunciante y al denunciado, o a sus 

representantes, quienes podrán alegar en forma escrita, o verbal por una sola vez 

y en tiempo no mayor a quince minutos cada uno.  

Una vez celebrada la audiencia, la Secretaría Ejecutiva del OPLEV deberá 

turnar dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes el expediente completo, 

exponiendo en su caso, las medidas cautelares y demás diligencias que se hayan 

llevado a cabo, al Tribunal Electoral del Estado, así como un informe 

circunstanciado.  

En ese sentido, el informe circunstanciado deberá contener por lo menos, lo 

siguiente:  

I. La relatoría de los hechos que dieron motivo a la queja o denuncia;  

II. Las diligencias que se hayan realizado por la autoridad;  

III. Las pruebas aportadas por las partes;  

IV. Las demás actuaciones realizadas; y  

V. Las conclusiones sobre la queja o denuncia.  



Posterior, se enviará una copia del informe circunstanciado a la Comisión de 

Quejas y Denuncias del OPLEV para su conocimiento. 

Cabe señalar, que una vez recibido el expediente, el Tribunal Electoral del 

Estado resolverá lo conducente, ello porque el Tribunal Electoral del Estado es 

competente para resolver sobre el procedimiento especial sancionador.  

En primer término, el Tribunal Electoral del Estado recibirá del OPLEV el 

expediente original formado con motivo de la denuncia y el informe circunstanciado 

respectivo.  

En segundo término, el Presidente del Tribunal turnará el expediente recibido 

al Magistrado Ponente que corresponda, quién deberá:  

I. Radicar la denuncia, procediendo a verificar el cumplimiento, por parte del 

OPLEV, de los requisitos previstos en el Código;  

II. Cuando advierta omisiones o deficiencias en la integración del expediente 

o en su tramitación, así como violación a las reglas establecidas en este 

ordenamiento, ordenará al OPLEV la realización de diligencias para mejor proveer, 

determinando las que deban realizarse y el plazo para llevarlas a cabo, las cuales 

deberá desahogar en la forma más expedita;  

III. De persistir la violación procesal, el Magistrado Ponente podrá imponer 

las medidas de apremio necesarias para garantizar los principios de inmediatez y 

de exhaustividad en la tramitación del procedimiento. Lo anterior con independencia 

de la responsabilidad administrativa que en su caso pudiera exigirse a los 

funcionarios electorales;  

IV. Una vez que se encuentre debidamente integrado el expediente, el 

Magistrado Ponente dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes contadas a 

partir de su turno, deberá poner a consideración del Pleno del Tribunal Electoral del 

Estado, el proyecto de sentencia que resuelva el procedimiento sancionador; y  

V. El Pleno en sesión pública, resolverá el asunto en un plazo de veinticuatro 

horas contadas a partir de que se haya distribuido el proyecto de resolución.  



Al respecto, las sentencias que resuelvan el procedimiento especial 

sancionador podrán tener los efectos siguientes:  

I. Declarar la inexistencia de la violación objeto de la queja o denuncia y, en 

su caso, revocar las medidas cautelares que se hubieren impuesto; o  

II. Imponer las sanciones que resulten procedentes en términos de lo 

dispuesto en el Código de la materia. 

 

 


